Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 37 minutos) 


-La Comisión de Educación y Cultura da la bienvenida a una delegación de Secretarios 
Letrados y Asesores Letrados del Ministerio Público y Fiscal, quienes han solicitado ser recibidos para 
hacer un planteo relacionado con un tema que viene siendo tratado desde hace bastante tiempo en el 
Parlamento y que fue consagrado en el artículo 103 de la última Rendición de Cuentas. 


Se encuentran entre nosotros las doctoras Adys Velásquez, María Claudia González de 
Palleja, Sandra Fleitas, Silvia Arroyo y Sylvia Lovesio, a quienes les damos la palabra. 


SEÑORA FLEITAS.- Quiero dar las gracias por recibirnos y decirles que quien habla es Secretaria 
Letrada de la Fiscalía Penal de Tercer Turno, a cargo de la doctora Olga Carballo. 


Nos atañe un problema que venimos arrastrando desde hace bastante tiempo pero que, 
gracias a la voluntad de los señores Legisladores de ambas Cámaras, por suerte hemos podido 
solucionar parcialmente en la última Rendición de Cuentas, correspondiente al Ejercicio 2005. 


Nosotros somos Secretarios Letrados de la Fiscalía y nuestros cargos están equiparados a 
los de nuestros colegas del Poder Judicial, los Jueces de Paz de Ciudad, en cuanto al régimen que 
tenemos de incompatibilidades y demás. En función de esa situación, por la Ley N* 15.809, de vieja 
data, del año 1986, se consagró esa equiparación de obligaciones y derechos, incluyendo las 
remuneraciones. Si bien esa ley se mantiene vigente, por un norma de menor jerarquía -un decreto del 
año 1987- se nos ubicó en un escalafón diferente al de nuestros colegas, los Jueces de Paz de Ciudad; 
ellos ocupan el escalafón N y nosotros, el A. Eso trajo como consecuencia que no pudiéramos obtener 
los beneficios que lograron nuestros colegas, los Jueces de Paz de Ciudad, en años posteriores, a 
través de determinadas leyes. Reitero que esto no se debe a que no esté vigente la Ley N* 15.809, 
sino a que ocupamos un escalafón diferente. En la práctica, desde el año 1992 tenemos una diferencia 
salarial importante, de más de $ 10.000, con respecto a nuestros colegas. En ese sentido, hicimos una 
consulta a un experto en Derecho Constitucional, al Profesor y Decano de la Universidad Católica, 
doctor Risso Ferrán y, atento a su planteo, hicimos una petición, formalizándose un expediente en el 
Ministerio de Educación y Cultura. Ese expediente contaba, además, con un informe favorable del 
Fiscal de Corte subrogante, que era el doctor Marcelo Brovia, en el sentido de que debía contemplarse 
y resolverse esta situación. En ese expediente también aparecen tres dictámenes de distintos 
miembros técnicos del Ministerio de Educación y Cultura, que son coincidentes en cuanto a que 
debería resolverse esta situación atento a la plena vigencia del artículo 407 de la Ley N* 15.809. 


En función de esta problemática y de que todos aconsejaban que la oportunidad era la 
aprobación de la Ley de Presupuesto -porque este expediente se formalizó en el año 2004, de manera 
que es un tema en el que venimos batallando desde hace un tiempo- se envió este expediente a la 
Sala de Abogados del Ministerio de Educación y Cultura, que en su totalidad, por unanimidad, entendió 
que había que atender este reclamo y solucionar el tema del cambio de escalafón, es decir que 
deberíamos cobrar lo mismo que nuestros colegas en función de la vigencia de la ley que mencioné. 


Sin perjuicio de esto, concurrimos al Parlamento en oportunidad de la discusión de la Ley de 
Presupuesto, realizamos el planteo correspondiente y fuimos apoyados por distintos Senadores en 
cuanto a la oportunidad y a la conveniencia de solucionar esta problemática, pero lamentablemente, si 
bien hubo voluntad, no se pudo resolver en esa instancia. En esa ocasión -esto consta en las actas 
respectivas y estaríamos, con mucho gusto, dispuestos a suministrarles la fecha correspondiente- el 
Subsecretario del Ministerio de Educación y Cultura, doctor Felipe Michelini, manifestó su plena 
coincidencia en cuanto a lo manifestado por los técnicos del Ministerio y a la conveniencia de resolver 
esta situación, pero señaló que entendía que, por razones de oportunidad, el problema debería ser 
atendido en futuras Rendiciones de Cuentas. 


En el transcurso del año pasado, nuevamente nos hicimos presentes y volvimos a hacer 
nuestro planteo, y felizmente tuvimos un apoyo muy importante, tanto de los miembros del Partido de 


Gobierno como de los Legisladores del Partido Nacional y del Partido Colorado. Como consecuencia, 
se aprobó una norma, que resultó ser el artículo 103 de la Ley N* 18.046, por la que se consagra de 
manera paulatina la equiparación que entendíamos que nos correspondía por ley; concretamente, se 
habla de una equiparación progresiva y gradual con nuestros colegas en el término de cuatro años y se 
establece que la norma debe cumplirse a partir del 1% de enero de 2007. Los señores Legisladores 
encomendaron al Ministerio de Educación y Cultura la instrumentación de este artículo porque cómo 
iban a presentarlo al Ministro de Economía y Finanzas si no sabían cómo se iba a pagar esa 
equiparación. Además, se necesitaba saber cuál iba a ser el porcentaje correspondiente a cada año. 
Entonces, eso es lo que los señores Legisladores le encomendaron al jerarca del Ministerio de 
Educación y Cultura. 


Antes de la entrada en vigencia de la norma habíamos iniciado, oportunamente, un juicio 
contra el Estado por esta problemática. Dicho juicio, que está patrocinado por el doctor Augusto Durán 
Martínez, está en curso y se realizó ante el Juzgado de lo Contencioso Administrativo de Primer Turno. 
En ese expediente está compareciendo más del 50% de la totalidad de los Secretarios Letrados de 
toda la República porque nuestros colegas no sólo intervienen en Montevideo, sino en todo el país. El 
30 de octubre del año pasado tuvimos una audiencia y en la misma el Letrado que patrocinaba la 
contraparte -el Ministerio de Educación y Cultura- esgrimió como hecho nuevo la vigencia del artículo 
103 de la Ley N* 18.046 y dijo que sería bueno dejarlo fuera del objeto del proceso porque, como esa 
situación se había solucionado, cómo la Justicia iba a dictaminar en función de algo que ya se había 
resuelto con el dictado de la norma. Muy oportunamente nuestro abogado y, por supuesto, el 
Magistrado, que es el director del proceso, le ordenó a la contraparte que agregara el artículo -en ese 
momento no estaba vigente- una vez que la norma estuviera vigente y que, además, cumpliera con la 
instrumentación que los señores Legisladores le encomendaron. Para nuestra sorpresa, a la fecha - 
hoy 13 de junio- nuestra contraparte no solamente no agregó esa norma que le encomendó el Poder 
Judicial, sino que tampoco proporcionó a la sede la instrumentación correspondiente, o sea, que lo 
esgrime como forma de decir que el tema está resuelto, pero han pasado los meses y, ni siquiera, ha 
cumplido con el mandato de los señores Legisladores. 


En función de esa situación, en los meses de noviembre y diciembre, previendo que en enero 
tenía que empezar a cumplirse con la norma, solicitamos por escrito -estamos en condiciones de dejar 
copias de las notas- en dos notas al Ministerio de Educación y Cultura que el señor Ministro nos 
recibiera para poder hablar sobre los términos de esta instrumentación. Lamentablemente, esa gestión 
no tuvo ningún éxito y el jerarca de la Cartera nunca nos recibió. 


Posteriormente, el doctor Augusto Durán Martínez, nuestro abogado, siempre con el ánimo 
de llevar adelante la instancia de buscar la forma de cumplir con la instrumentación, entendió oportuno 
apersonarse ante las autoridades del Ministerio de Educación y Cultura y plantearles la necesidad de 
que se llevara adelante la instrumentación. En esa oportunidad, se entrevistó con el doctor Felipe 
Michelini, Subsecretario de la Cartera, y con la doctora Cecilia Blanco, actual Directora del Área de 
Asuntos Legales y Constitucionales del Ministerio. Si bien fue recibido por los dos funcionarios del 
Ministerio de Educación y Cultura, lamentablemente, tampoco tuvo éxito en lograr impulsar esta 
instrumentación. Frente a estos acontecimientos, ya habiendo transcurrido los meses de enero y 
febrero de 2007, decidimos presentar una nota a la Comisión de Educación y Cultura para denunciar el 
incumplimiento de esta norma. En su oportunidad, en el mes de marzo, recibimos una llamada 
telefónica de la Senadora Margarita Percovich, quien nos aconsejó -habló con una de las colegas aquí 
presentes- tener la prudencia o la oportunidad de esperar la designación del Fiscal de Corte. Al mismo 
tiempo, nos manifestó su más amplio apoyo a esta causa, entendiendo la justeza de la misma, y se 
comprometió a que si en el plazo de un mes no había una respuesta satisfactoria hablaría con la gente 
de su Bancada para intervenir en esta problemática. 


En el transcurso del mes de marzo -creo que fue en esa fecha- se designa el Fiscal de 
Corte, doctor Rafael Ubiría -funcionario de carrera que en sus comienzos ocupó el mismo cargo que 
nosotros tenemos hoy- por quien fuimos recibidos y no solamente nos brindó su más importante apoyo 
-ya que sabe de qué estamos hablando, quiénes somos los Secretarios Letrados y cuál es el rol dentro 
de la Fiscalía- sino que, además, entendió -atento a que había habido una sugerencia del doctor Felipe 
Michelini en oportunidad de haberse entrevistado con él en el Ministerio de Educación y Cultura- que 
había que promover el planteo de la propuesta de cómo llevar adelante esta instrumentación. El 
doctor Felipe Michelini así lo sugirió y si bien el doctor Rafael Ubiría no estaba afín con llevar adelante 
esta propuesta porque entendía que le correspondía hacerlo al jerarca, entendió que podía contribuir y 


colaborar para solucionar esta problemática que ya llevaba tres meses de incumplimiento. El señor 
Fiscal de Corte hace por escrito la propuesta correspondiente y eleva el informe al Ministerio de 
Educación y Cultura. Para mejor ilustración, hemos agregado en cada carpetín que le entregamos a 
ustedes una copia del oficio donde el señor Fiscal de Corte hace una propuesta. Esto sucedió el 30 de 
abril. 


La doctora Mirta Guianze, en su calidad de Fiscal de Corte subrogante, en el mes de marzo, 
ya había enviado un expedientillo sugiriendo a las autoridades del Ministerio de Educación y Cultura 
que informaran cómo se tenía que instrumentar y cumplir esta norma. Por supuesto que tampoco ella 
tuvo éxito en cuanto a recibir una respuesta del Ministerio de Educación y Cultura y a la fecha, tampoco 
nuestro jerarca, el doctor Rafael Ubiría, ha tenido una respuesta sobre esta problemática., a más de un 
mes y medio de haber presentado la correspondiente nota. 


En definitiva, como operadores de Derecho que somos, estamos muy preocupados, porque 
esta norma es el producto del consenso de los señores Legisladores. Entendemos que acá hay una 
clara omisión de esa Cartera en cuanto al cumplimiento de la norma. En esta historia nosotros sólo 
somos los beneficiarios de esa norma, pero creemos que aquí hay algo que es más grave, que es la 
vulneración a la voluntad de ambas Cámaras, porque fue elaborada por este Parlamento. Esta es la 
primera consideración importante. 


La segunda es que como somos personas de Derecho estamos acostumbradas a hacer un 
seguimiento y como una procuración de los trámites. Tal vez no hemos sido lo suficientemente hábiles 
o dirigentes como para propiciar ese clima de relacionamiento con el Ministerio de Educación y Cultura 
para que, quien debe cumpla con esta instrumentación. Reitero que quizás el problema es nuestro. 


Por esa razón, entendíamos que, en primer lugar, debíamos denunciar el incumplimiento y, en 
segundo término, pedirles ayuda porque evidentemente sabemos que la vía judicial es la última 
instancia. Ya iniciamos un juicio y como gente de Derecho que somos, si tenemos que iniciar un nuevo 
juicio contra el Estado por la omisión del cumplimiento de una norma que es tan joven porque tiene 
solamente seis meses, por supuesto que lo tendremos que hacer. Pero el tema es que esto tiene un 
costo que no es sólo económico, sino social porque si esta es la imagen que damos como miembros 
del Ministerio Público y Fiscal recurriendo a la vía judicial para poder encontrar la solución adecuada 
cada vez que tenemos una problemática, ¿qué mensaje le damos al que está fuera de este sistema? 
Como decimos en familia, si ustedes que son personas de Derecho y saben cuáles son los botones 
que tienen que apretar tienen que terminar en esto, qué mensaje le damos a quienes están afuera. Es 
en función de ello que venimos a pedir ayuda. 


Sabemos que hay antecedentes -lo hemos consultado- de que esta Comisión en algún caso 
puntual ha podido nombrar a uno o más miembros para llevar adelante una tarea de intermediación, 
para controlar, supervisar y, en definitiva, efectivizar el cumplimiento de esta instrumentación. Esta es, 
en definitiva, nuestra solicitud. 


SEÑORA PERCOVICH.- Antes que nada, quiero darle la bienvenida a la delegación que nos 
acompaña. He seguido de cerca este tema porque pensábamos que era un logro que tuvimos en la 
Rendición de Cuentas anterior explicitar en una norma legal ese compromiso que venimos siguiendo 
desde hace mucho tiempo y que era reclamo de ustedes. 


He estado siguiendo este tema y por parte del Ministerio de Educación y Cultura se me ha 
dicho que por supuesto la voluntad existe, que la propuesta que hizo el señor Fiscal se negoció con la 
Contaduría General de la Nación para que habilitara los montos, llegando a un acuerdo de un 25% por 
año, pero la Contaduría todavía no ha habilitado los recursos. La voluntad del Ministerio existe pero se 
necesita el efectivo para llevar adelante el cobro. De todas maneras me parece que esta Comisión 
puede actuar con el fin de ayudar. En este caso creo que deberíamos trabajar sobre esa habilitación de 
fondos para le ejecución de lo que ya está acordado y que se debe cumplir porque, además, es ley. 


En resumen, me parece bueno que hayan solicitado nuestra intermediación, que creo todos 
vamos a apoyar. 


SEÑORA FLEITAS.- Es algo bien importante para nosotros lo que la señora Senadora está 
planteando. Como hace tres años que venimos batallando por esto, tenemos pleno dominio de la 
problemática porque, al afectarnos, somos los más interesados en que se resuelva. 


En el expediente del Ministerio de Educación y Cultura figura una primera propuesta de las 
autoridades en cuanto a cómo llevar adelante esta instrumentación. A su vez, consta una segunda 
propuesta, que es la elevada por el señor Fiscal de Corte, Rafael Ubiría. En ambas oportunidades 
intervino una contadora, auditora del Ministerio de Economía y Finanzas, que lo único que hizo fue 
estimar los costos de ambas propuestas. Cuando tuvimos conocimiento de que este expediente -que, 
obviamente, tiene un número que si consideran oportuno se los podemos suministrar- estaba en 
manos de la contadora Garrido, fuimos a hablar con el contador Onetto, de la Contaduría General de la 
Nación. Asimismo, tenemos una excelente relación con la Directora General del Ministerio de 
Economía y Finanzas, que es la contadora Elizabeth Oria. En ambas oportunidades, ellos nos 
planteaban que aquí las cosas son muy claras: si no hay una propuesta concreta de los Ministerios de 
Educación y Cultura y de Economía y Finanzas no se puede hacer nada. Se sabe que los dineros 
existen, porque ya se dictó una norma. En la última conversación que tuvimos hace diez días con el 
contador Onetto nos dijo que, en este caso, se pueden estimar los costos que se entiendan pertinentes 
y se pueden formular distintas propuestas, pero si no hay un decreto del señor Ministro de Educación y 
Cultura que establezca claramente la forma de pago y la manera de instrumentarla, la gente que 
trabaja en el Ministerio de Economía y Finanzas no puede hacer nada al respecto. Los funcionarios del 
Ministerio de Economía y Finanzas nos merecen la más alta seriedad porque siempre nos han dado la 
información adecuadamente y digo esto porque verificamos una y otra vez que lo que ellos nos 
indicaron, era efectivamente lo correcto. Entonces, sabemos y nos consta que el problema no está 
dentro del Ministerio de Economía y Finanzas, y si nuestro jerarca no concreta la propuesta y no hace 
un planteo en esos términos, a pesar de que la norma dice “la Contaduría habilitará los fondos”, no se 
puede resolver el tema. Como somos gente de Derecho, hicimos la consulta con el contador Onetto 
porque pensábamos que esto dependía de la voluntad del Ministerio de Economía y Finanzas. Sin 
embargo, él nos aclaró que los fondos están ya que la norma está dentro de la Rendición de Cuentas, 
pero si no viene el decreto, mal pueden habilitar el pago de esos fondos. Habría que perfeccionar la 
voluntad, por decirlo de alguna manera. 


SEÑOR LONG.- Pensaba hacer un “racconto” de esta historia inaudita que nos ha tocado vivir a todos 
los que hemos seguido este tema desde el comienzo, pero la detallada y veraz explicación de la 
doctora Fleitas me exime de hacer ese relato; lo único que no conocía y me sorprendió es el último 
capítulo que comentó. 


Desde el inicio, cuando se consideró el Presupuesto, todos estábamos de acuerdo, desde un 
punto de vista conceptual, con relación a este tema. Como bien lo dijo la doctora Fleitas, hubo varios 
Senadores de diversos Partidos que creyeron que esto era justo y, entonces, se trabajó en esa 
dirección. No pudimos llegar a incluir este tema en el Presupuesto quinquenal, lo cual fue una lástima, 
pero luego se concretó una solución acordada por todos, en la Rendición de Cuentas del año pasado. 


El artículo en su versión original, establecía los porcentajes y daba otros detalles, con los 
cuales se resolvía este asunto pero, en su momento, se planteó que había que dejar un poco más de 
margen para que se pudiera manejar mejor el Ministerio de Economía y Finanzas, en caso de que se 
presentara una situación distinta. Eso se entendió y, en definitiva, se aprobó el artículo con el texto que 
tenemos aquí. Lo que ha sucedido en estos últimos tiempos, luego de recorrer todos los caminos, es 
que el propio Fiscal de Corte ha presentado una propuesta el 30 de abril -que es a la que aludía la 
doctora Fleitas- en la que establece determinados porcentajes. Aparentemente, luego de estudiarlos y 
cuantificarlos, se llega a la conclusión de que los porcentajes deberían ser distintos para que el 
Ministerio de Economía y Finanzas pueda manejarlos mejor, pero falta la resolución del Ministerio de 
Educación y Cultura, que es quien encomienda la ejecución de este tema, de acuerdo al artículo 103. 
Quisiera creer que esa es la pieza que está faltando acá para que este problema termine de una vez 
por todas. 


Entonces, por un camino o por otro -ya sea convocando al señor Ministro o mediante alguna 
gestión que realice el señor Presidente o un miembro de la Comisión- debemos solicitar que, de 
inmediato, se haga efectiva esa resolución o decreto, ya que no sé exactamente qué rango jurídico 
tiene. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Es un decreto, señor Senador. 
SEÑOR LONG.- En ese caso, estaría faltando ese decreto para que el tema se cierre. 


SEÑOR SANGUINETT!I.- El mecanismo es el siguiente. El Ministerio de Educación y Cultura, que tiene 
competencia primaria en el asunto por encargo legal, debe redactar un decreto que establezca que 
visto lo dispuesto por tal ley, se decretan tales y cuales cosas. Advierto que dicho decreto no puede ser 
firmado únicamente por el señor Ministro de Educación y Cultura en tanto compromete fondos. 
Precisamente, por ese motivo también debe contar con la firma del señor Ministro de Economía y 
Finanzas. En tal caso, el procedimiento habitual es que una vez que está redactado por el Ministerio de 
Educación y Cultura va a referendo del Ministerio de Economía y Finanzas, luego de lo cual sube al 
despacho del señor Presidente de la República donde se termina el circuito. 


En resumen, pues, el Ministerio de Educación y Cultura debe redactar el decreto y someterlo 
al acuerdo del Ministerio de Economía y Finanzas, lo cual normalmente se hace a través de la firma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia se permite proponer a la Comisión -ya que esta no ha sido la 
primera oportunidad, como se relataba, en que este Cuerpo ha mediado en situaciones similares 
acaecidas en otras dependencias relacionadas con el Ministerio de Educación y Cultura- que se 
designe a la señora Senadora Percovich y al señor Senador Long para que, en conjunto, realicen los 
contactos pertinentes en los Ministerios de Educación y Cultura, y de Economía y Finanzas a fin de 
facilitar la resolución de este tema. De esa manera, estaríamos decidiendo la participación de esta 
Comisión en la dilucidación de esta situación que ya lleva demasiado tiempo. 


En definitiva, entonces, daríamos a la señora Senadora Percovich y al señor Senador Long el 
mandato de cumplir esta tarea y ponerse en contacto con ustedes para que, a la brevedad, podamos 
saludar una solución que resulte acorde para todas las partes y, fundamentalmente, cumpla con lo que 
establece la ley. 


SEÑOR LONG.- Me acota el señor Senador Sanguinetti que, en primer lugar, debe resolverse el tema 
en el Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Se trata de que redacte el decreto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por último, agradecemos la presencia de la delegación que nos visita -ya 
saben a quiénes dirigirse- y esperamos recibirlas prontamente para que traigan la buena nueva de 
haber solucionado el tema. 


(Se retira de Sala la delegación de Secretarios Letrados y Asesores Letrados del Ministerio 
Público y Fiscal) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Así se hace. Es la hora 15 y 09 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


